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“Quisiera hablarles hoy del drama 
de Europa (…) Entre los vencedores 
sólo se oye una babel de voces. Entre los 
vencidos no encontramos sino silencio 
y desesperación (…) Existe un remedio 
que, si fuese adoptado global y espontá-
neamente por la mayoría de pueblos de 
los numerosos países, podría, como por 
un milagro, transformar por completo la 
situación, y hacer de toda Europa, o de la 
mayor parte de ella, tan libre y feliz como 
la Suiza de nuestros días. ¿Cuál es este re-
medio soberano? Consiste en reconstruir 
la familia europea o, al menos, en tanto 
no podamos reconstruirla, dotarla de una 
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estructura que le permita vivir y crecer en 
paz, en seguridad y en libertad. Debemos 
crear una suerte de Estados Unidos de 
Europa (…)”.

El párrafo precedente es un fragmen-
to del célebre discurso que pronunció 
el entonces primer ministro británico, 
Winston Churchill, en la Universidad 
de Zurich (Suiza), el 19 de septiembre 
de 1946; el cual fue considerado por 
muchos como el primer paso hacia la in-
tegración durante la posguerra, sin dejar 
de considerar, por supuesto, la impor-
tancia y trascendencia de la Declaración 
Schuman así como los planteamientos de 
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Jean Monnet1. Si bien durante el tiempo 
han surgido avatares y eventuales exámenes 
que afrontar, la Unión Europea es toda 
una realidad, un proyecto de integración 
exitoso y exportable para el mundo. Sin 
embargo, ¿por qué triunfa la integración 
europea y cuáles son las razones para que 
dichos procesos se vean algo frustrados en 
Iberoamérica? Es una ambiciosa pregunta 
que trataremos de absolver en este trabajo 
en sus aspectos más centrales, sin descender 
a los detalles. Para lograrlo, nos limitare-
mos en conocer las razones de fondo que 
impulsan y alientan cualquier proceso 
de integración, lo cual nos brindará las 
primeras luces para darnos cuenta que los 
factores no son, necesariamente, aquellos 
perceptibles a los sentidos, sino más bien 
aquellos que no se ven a simple vista y que 
se fundan más bien en las obras, es decir, 
en toda una política de resultados entre los 
estados miembros de cualquier proceso de 
derecho comunitario.

1. LOS PROCESOS DE InTEGRACIÓn 

En EuROPA E IbEROAmÉRICA

Los trabajos que explican el desarrollo de la 
Unión Europea coinciden en afirmar que 
existen diversos factores que han sopesado 
para que Europa inicie, con seriedad, un 
proceso de integración. Podemos señalar 
entre los más invocados por los artículos y 
manuales los siguientes: un ferviente deseo 
de paz producto de los dos sucesivos en-
frentamientos bélicos de carácter mundial, 
la amenaza de acercamiento y proximidad 
de la ideología comunista durante la Guerra 
Fría, el decidido apoyo norteamericano, con 
el evidente peligro de pérdida de identidad 
que significarían ambas influencias; todos 
ellos fueron los factores que impulsaron la 
necesidad de una integración2, pese a las 
distintas lenguas, recelos, guerras y dife-
rencias existentes entre los países europeos. 
Sin embargo, si de elementos en común se 
trata, en Iberoamérica encontramos toda una 

1 Las ideas de Jean Monnet consistían en que la economía francesa no podría desarrollarse si al tiempo no 
lo hacía la economía europea. La solución era la organización de una Europa Unida, abierta, que pusiera en 
común los intereses esenciales y posibilitara una comunidad real entre los miembros que la conformaran. 
Fracasadas las gestiones con el Reino Unido, Jean Monnet diseña una Europa de base franco-alemana, 
fijando su atención tan sólo en dos grandes productos: el carbón y el acero, materiales esenciales para el 
armamento y para la industria. La internacionalización de estos dos productos impediría una nueva guerra 
y acabaría con las demandas de Alemania Federal. Tiempo más tarde, con la Declaración de 9 de mayo de 
1950, Robert Schuman anunció a la opinión pública internacional la oferta francesa, formulada a Alemania 
y a los restantes países democráticos europeos, de poner en común la producción del carbón y del acero bajo 
el mandato de una Alta Autoridad con carácter supranacional; véase, Pérez-Bustamante, Rogelio, Historia 
de la Unión Europea, Dykinson, Madrid, 1997, págs. 87-88.
2 Desde principios de 1947, el presidente de los Estados Unidos, Harry S. Truman, y sus principales co-
laboradores, el secretario de Estado Dean Acherson, William Clayton, el general Marshall, Georges Kennan 
y otros hombres de su entorno, estaban decididos a protagonizar una intervención económica a favor de 
los países europeos azotados por la carestía y las trágicas consecuencias de la Segunda Guerra Mundial, con 
la finalidad de preservar sus sistemas democráticos frente al expansionismo comunista, y de favorecer sus 
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lista que, a simple vista o reflexión, podría 
significar los pilares iniciales de un exitoso 
proceso comunitario. Nos estamos refiriendo 
a la existencia de una historia común, de una 
cultura común, de una lengua común, una 
religión mayoritariamente común, así como 
una contigüidad territorial, de estructuras 
económicas o sociales similares, e incluso de 
una carga ideológica e integracionista común 
heredada por los planteamientos políticos del 
Libertador Simón Bolívar3, los cuales ofre-
cerían, teóricamente, todo un sustento para 
comenzar un proceso estable en la región.

Si bien la base cultural común, la 
cristiandad, o la mayoritaria contigüidad 
geográfica también están presentes en el 
continente europeo, la experiencia nos ha 
demostrado que esos factores integradores no 
siempre juegan necesariamente en positivo, 
ni son capaces de conducir a la unión eco-
nómica y luego política4. La historia nos ha 

demostrado lo contrario. Si bien la cultura, la 
historia y la geografía, pueden ser algunos fac-
tores capaces de impulsar cualquier proceso 
de integración, lo cierto es que, en la práctica, 
sólo son elementos que pueden favorecer 
un clima o pensamiento integrador, pero 
todavía no son capaces de determinarlo con 
gran contundencia.

¿Qué diferencia existe entre la expe-
riencia europea y la iberoamericana? Si 
colocamos en una balanza la relación de 
factores más visibles entre ambos podre-
mos comprobar que ésta se inclinaría más 
a la segunda por encontrar más elementos 
de unión que la realidad europea; no 
obstante, se trata de factores que no han 
cristalizado debido a la falta de realización 
de unos principios capaces de propiciar 
las bases de un proceso de integración 
que sea serio y continuo en el tiempo. Por 
eso, debemos destacar que, pese a que la 

transformaciones materiales, en aplicación del espíritu de la llamada “Doctrina Truman”, toda una política 
de contención; véase Pérez-Bustamante, Historia de la Unión Europea…, pág. 66.
3 En efecto, en el Discurso de Angostura, pronunciado por Simón Bolívar ante el Congreso de Angostura (15 
de febrero de 1819) en el día de su instalación, destacó la identidad del pueblo iberoamericano sosteniendo 
ante los legisladores lo siguiente: “[s]éame permitido llamar la atención del Congreso sobre una materia que 
puede ser de una importancia vital. Tengamos presente que nuestro pueblo no es el europeo, ni el americano 
del Norte, que más bien es un compuesto de África y de América, que una emanación de la Europa; pues 
que hasta España misma deja de ser europea por su sangre africana, por sus instituciones y por su carácter. 
Es imposible asignar con propiedad a qué familia humana pertenecemos. La mayor parte del indígena se 
ha aniquilado, el europeo se ha mezclado con el americano y con el africano, y éste se ha mezclado con el 
indio y con el europeo. Nacidos todos del seno de una misma madre, nuestros padres, diferentes en origen 
y en sangre, son extranjeros, y todos difieren visiblemente en la epidermis: esta desemejanza trae un reato 
de la mayor trascendencia”.
4 No obstante, ausencia de una referencia a las raíces cristianas de Europa en el Preámbulo del proyecto 
de Constitución europea, ha llevado a más de una crítica frente a quienes piensan que no es necesaria. En 
realidad, como sostiene el profesor Diego Poole, “(…) la religión y la cultura no pueden disociarse tal y como 
pretende la Constitución europea al separar la cultura de la religión y del humanismo. Tras esa separación 
se oculta un recelo laicista (…) frente a cualquier confesión religiosa, considerada ajena e incluso opuesta 
a la razón”; cfr. Poole, Diego: Constitución europea y raíces cristianas de Europa, manuscrito facilitado por el 
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balanza de los elementos comunes se inclina 
para el lado iberoamericano, no cuenta con 
todos los factores necesarios para mantener 
con seriedad un proceso de integración. El 
caudillismo, el mercantilismo imperante 
durante varios lustros, la inestabilidad 
política de los varios gobiernos ha casti-
gado cualquier iniciativa que propicie un 
ambiente favorable para la integración. La 
lección es la siguiente: si no hay democracia 
en cada Estado parte tampoco existirá en 
todo el conjunto. El proceso de integración 
no es autocrático, porque la organización 
exige participación, representación, con 
unas estructuras supraestatales que funcio-
nen, en la medida de lo posible, a imagen y 
semejanza de la democracia interna de cada 
Estado miembro5.

Pese a todo lo anterior, no podemos 
apreciar la realidad europea e iberoameri-
cana como dos realidades opuestas. Ambos 
procesos tuvieron el mismo punto de parti-
da, es decir, el haber comenzado por la eco-
nomía. De este modo, si bien la integración 
podría resumirse en una visión minimalista, 
circunscrita a lo económico, lo cierto fue que 
la realidad europea trajo consigo, al igual que 
un imán o el cebo en una caña de pescar, 
un efecto atrayente de una serie de materias 
que, en sentido estricto, están vinculadas 
directamente a esta ciencia.

El gran mérito de la Unión Europea 
fue la demostración, fuera de los cálculos 
matemáticos de John Nash, que es posible 
afrontar el reto de generar una dinámica 
funcionalista que enlace lo económico y lo 
político. En otras palabras, se trata de un 
proceso federal, o federalismo a la inversa, 
como también es conocido, dado que los 
estados miembros reconocen la auctoritas 
y potestas de un conjunto de instituciones 
comunes para su gobierno, en unos casos 
compartiendo y en otros delegando compe-
tencias a dichos órganos comunitarios.

II. LOS PRInCIPIOS CLAVE  
DE LA InTEGRACIÓn

Hemos anunciado que existen algunos 
principios integradores, indispensables en 
cualquier proceso de integración. De ellos 
nos ocuparemos seguidamente. 

a. El principio de progresividad

La formación gradual de la integra-
ción tiene su razón de ser en las dificul-
tades de orden económico y jurídico que 
se plantean en los estados miembros en el 
momento de la creación de una comuni-
dad, pues se hace necesario llevar a cabo 
modificaciones en cada uno de ellos para 

autor que ofrece una visión de conjunto y detalle en torno a las aportaciones del VI Congreso “Católicos 
y Vida Pública”, pág. 11.
5 Dromi, Roberto, Ekmekdjian, Miguel, Rivera, Julio. Derecho comunitario, Buenos Aires, Ediciones Ciudad 
Argentina, 1995, pág. 49.
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adecuar el ordenamiento jurídico y la 
estructura productiva de los estados a la 
nueva situación6.

Este principio expresa un plan de 
trabajo por etapas, como si se tratara de 
un proyecto de construcción que siempre 
comienza por los cimientos y nunca por 
el tejado. Su observancia y necesidad es 
explicada por la historia. Como sabemos, 
a comienzos de los años cincuenta, seis 
estados europeos: Alemania, Francia, 
Italia, y los tres integrantes de la Unión 
Económica del entonces llamado Benelux 
(Bélgica, Países Bajos y Luxemburgo) fir-
maron por un período de cincuenta años, 
el Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (más 
conocido como Ceca)7. Como sabemos, 
esta Comunidad procuraba impedir que 
se repitieran los enfrentamientos bélicos 
entre alemanes y franceses, los cuales 
originaron tanto la Primera como la 
Segunda Guerra Mundial. Desde el co-

mienzo, en la mente de sus fundadores 
se encontraba alcanzar los siguientes y 
ambiciosos objetivos: el logro de la paz, 
la estabilidad, prosperidad y solidaridad 
en el corazón del continente europeo.

Parecía que las posibilidades de los 
primeros acuerdos habían llegado a su 
límite: el económico; sobre todo cuando 
no prosperó la creación de una Comu-
nidad Europea de Defensa (CED8; no 
obstante, lo cierto es que algunos años 
después, con los llamados Tratados de 
Roma, o también tratados constitutivos, 
se instauraron dos comunidades más para 
intervenir en el ámbito de la economía 
y la energía nuclear. De esta manera, en 
1957, nació la Comunidad Económica 
Europea (conocida como CEE) y la Co-
munidad Europea para la Energía Atómica 
(Euratom)9, las cuales fueron dotadas de 
un cuadro institucional más complejo y 
con determinadas facultades para lograr 
fines comunes. Las metas de estas nuevas 

6 Ibid., pág. 53. 
7 A través de la CECA se creó un mercado común que implicaba la supresión de los derechos de aduana 
y las restricciones cuantitativas a la libre circulación de los productos, así como la interdicción de medidas 
discriminatorias y subvenciones o ayudas concedidas por los estados, dominando la libre concurrencia en 
el futuro; véase Pérez-Bustamante, Historia de la Unión Europea…, pág. 95.
8 El tratado de la Comunidad Europea de Defensa fue ratificado por los correspondientes parlamentos 
nacionales, siendo aprobado por los Países Bajos, Bélgica, Luxemburgo y Alemania; no obstante, fue recha-
zado por la Asamblea Nacional Francesa el 30 de agosto de 1954.
9 En su momento, la integración europea en el campo de la energía atómica todavía era discutible para 
Alemania, que entendía como más conveniente el desarrollo de la energía nuclear con los norteamericanos y 
los británicos, y también era polémico para Bélgica, que gozaba de la explotación del uranio proveniente del 
Congo, pero la instrumentalización de este insumo serviría para neutralizar el deseo francés de integración 
por sectores, y permitir así la consecución de los intereses comunes a través del acuerdo de dos soluciones: 
la creación del Mercado Común (CEE) y del EURATOM; véase Pérez-Bustamante, Historia de la Unión 
Europea…, pág. 111.
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instituciones no fueron pocas, pues, con-
sistían en el logro de un mayor nivel de 
prosperidad y bienestar para la ciudadanía 
así como el aprovechamiento pacífico de 
la energía atómica.

Con el paso del tiempo, y gracias a 
varias modificaciones, estas organizacio-
nes, fundamentalmente la Comunidad 
Económica Europea, fueron expandien-
do su campo de acción hacia otras áreas, 
como el medio ambiente, el transporte, 
la investigación científica y académica, 
el desarrollo regional europeo, la unidad 
monetaria, así como la inmigración. Sin 
embargo, al mismo tiempo que extendían 
su campo de acción, también crecían sus 
facultades; hasta llegar a la actual confor-
mación institucional de la Unión Europea 
(un Consejo Europeo, un Consejo de la 
Unión Europea, un Consejo de Ministros, 
Parlamento Europeo, Tribunal de Justicia 
de las comunidades europeas, Tribunal 
de Cuentas, Banco Central Europeo). En 
resumen, la progresiva firma de los trata-
dos constitutivos de las Comunidades (el 
Acta Única, los tratados de Maastricht, 
Amsterdam y Niza) fueron los rieles del 
Proceso Federal Europeo10. Como hemos 
explicado, los acuerdos inicialmente eco-
nómicos y el entusiasmo generado por 
sus prontos resultados, hizo posible que 
los estados compartieran otros intereses, 

es decir, un conjunto de valores como la 
democracia, los derechos fundamentales, 
la economía de mercado, así como la ne-
cesidad de alcanzar la paz, la seguridad, 
la prosperidad y el bienestar social. Unos 
requisitos mínimos para poder iniciar 
cualquier proceso comunitario.

En síntesis, este principio exige una 
planificación y se logra a través de un 
proceso que pasa por distintas etapas, y en 
cada una de ellas se toman medidas para 
lograr determinados objetivos.

b. El principio de reciprocidad

Este principio se refiere a la correspon-
dencia mutua de un Estado con otro. Las 
competencias que se deleguen al organismo 
supranacional deben ser las mismas de todos 
los estados integrantes del organismo. De 
esta manera, este principio se convierte en 
la filosofía misma de la integración11.

Este principio de reciprocidad en-
cuentra su aplicación en el reconocimien-
to, por los estados que integran la Unión, 
de un conjunto de importantes decisiones 
que fluyen de un llamado Poder Público 
Europeo, el cual tiene la capacidad de 
influir sobre los ciudadanos y autoridades 
de cada uno de los estados miembros. Lo 
que llamaríamos una licitud de los actos 
del gobierno europeo por parte de los es-

10 La característica esencial del acta única es su unicidad, pues tuvo la finalidad de presentar un texto de 
conjunto para todos los grandes ámbitos, así como el mantenimiento del mismo sistema institucional.
11 Dromi, Ekmekdjian, Rivera: Derecho comunitario…, pág. 54.
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tados miembros (también conocida como 
soberanía compartida). La presencia de un 
conjunto de instituciones comunes a los 
estados miembros, todas ellas dotadas de 
esa capacidad de influir en las decisiones 
políticas domésticas, nos lleva a concluir 
que existen hasta tres gobiernos (nacio-
nal, regional, europeo) que comparten la 
administración pública y que está basado 
en una división territorial de poderes. En 
este sentido, los estados aceptan, recípro-
camente, a formar parte de este proceso de 
integración en la medida en que también 
se les garantice su participación en la toma 
de decisiones.

c. El principio de igualdad

La reciprocidad entre los distintos estados 
que conforman la Comunidad debe darse 
en condiciones de igualdad. La comunidad 
como un todo exige correspondencia entre 
sus partes, y en ellas debe vivirse este prin-
cipio. Desde la creación de este gobierno 
compartido se ha buscado prevalecer un 
principio de igualdad, pero respetando las 
desigualdades entre los estados miembros. 
De este modo, a la vez que las instituciones 

comunitarias persiguen objetivos comunes, 
logrando un elevado grado de unión, en 
otras los estados miembros buscan preservar 
celosamente ciertas áreas fuera de su alcance, 
además de intentar ejercer el mayor control 
posible sobre su actividad. Un ejemplo 
conocido es el caso del Reino Unido en lo 
referente a la unión monetaria, la cual no ha 
llegado a su fase circulación del euro pese a 
que se utiliza como moneda cambio por las 
calles de Londres, pero junto con las libras 
exterlinas. Lo que explica que el proceso 
de integración ha evolucionado de forma 
dispareja, o un tanto asimétrica; en otras 
palabras, como dicen los analistas, se ha 
producido una Europa a la carta, de distintas 
velocidades, sin prisa pero sin pausa.

d. El principio de solidaridad

Este principio tiene un papel prota-
gónico en el derecho comunitario y ha 
sido invocado por el Tribunal de Justicia 
de las comunidades europeas en relación 
con la deliberada negativa de un Estado 
para cumplir con sus obligaciones con 
todo el conjunto12.

El proceso de integración de la Unión 

12 La importancia de la solidaridad ha quedado resaltada en la sentencia de 7 de febrero de 1973 (asunto 
39/72 Comisión Italia, Rec. 1973, pág. 115 y ss), donde se declara que “al permitir a los estados miembros 
aprovecharse de las ventajas de la Comunidad, el tratado les impone también la obligación de respetar sus 
reglas; que el hecho para un Estado, de romper unilateralmente según la concepción que él se forma de su 
interés nacional, el equilibrio entre las ventajas y las cargas que se derivan de su pertenencia a la Comunidad 
pone en entredicho la igualdad de los estados miembros ante el derecho comunitario y crea discriminaciones 
en perjuicio de sus nacionales y, muy en particular, de los miembros del mismo Estado que se sitúa fuera 
de la norma comunitaria; que esta falta a los deberes de solidaridad aceptados por los estados miembros 
por el hecho mismo de su adhesión a la Comunidad afecta a las bases esenciales del ordenamiento jurídico 
comunitario”.
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Europea se identifica al típico esquema del 
federalismo, entendiendo éste como un 
proceso de integración entre estados; que 
no es otra que la vigencia de un cuarto 
principio, el de solidaridad, que promueve 
la necesidad de alcanzar objetivos comunes 
al conjunto. En síntesis, el proceso de inte-
gración europea, que comenzó como una 
unión jurídico-internacional en torno a las 
comunidades, evolucionó de lo económico 
hacia lo político. En otras palabras, ha 
experimentado un doble proceso: federal 
y constitucional.

Llegados a este punto, nos pregun-
tamos ¿qué es la Unión Europea? En la 
actualidad, observamos que su funciona-
miento está más cercano al de un sistema 
político que al de una organización inter-
nacional, con toda la polémica que esta 
afirmación pudiera ocasionar. Un tema to-
davía en discusión; algunos, como Jacques 
Delors, consideran que se trata más bien 
de un OPNI, es decir, de un objeto político 

no identificado13. Desde nuestro punto 
de vista, la Unión Europea no es sólo una 
simple unión de estados que tienen la vo-
luntad de cooperar en objetivos comunes. 
Dentro de ella también observamos que 
los ciudadanos, las entidades intra estatales 
(las regiones, los municipios y los lobbies) 
se encuentran presentes, lo que origina 
un escenario político singular, distinto de 
las clásicas organizaciones internacionales 
como es el caso de la ONU o la OEA, por 
citar sólo dos ejemplos14.

Ante este panorama, repasémoslo, un 
espacio común, un derecho común, una 
moneda común, era evidente que, tarde 
o temprano se planteara la necesidad de 
contar con el reconocimiento formal de 
una constitución común. Un reto todavía 
pendiente de este proceso de integración. 
Sin embargo, pese a la aprobación, fracaso 
y suspensión de las consultas populares en 
torno al proyecto de Constitución euro-
pea, Francia la más sonora15, consideramos 

13 Una frase atribuida a Jacques Delors, ex presidente de la Comisión Europea, que resume irónicamente 
la dificultad de los juristas para identificar a la Unión Europea con una determinada institución política.
14 De acuerdo con el profesor Cancela, “la Unión Europea debe ser considerada una única entidad en la 
que cabe distinguir de manera genérica dos ámbitos: uno en el cual actúa de manera semejante a un sistema 
internacional (con cierta vocación de transformarse en interno). En el primero, la actuación de la Unión se 
aproxima a lo político porque, inspirada en el llamado principio de integración, sustituye o complementa la 
de los estados miembros en aquellas materias de competencia de cualquiera de las tres comunidades para la 
consecución de los fines fijados. (…) En el segundo ámbito, donde figuran la Política Exterior y Seguridad 
Común y las disposiciones relativas a la Cooperación Policial y Judicial en materia Penal, la Unión Europea 
se comporta de acuerdo con el principio de la cooperación. Por esta razón, cabe afirmar que se aproxima 
a una conferencia u organización internacional o a la diplomacia clásica”; cfr. Cancela, Celso, El proceso de 
constitucionalización de la Unión Europea, publicaciones de la Cátedra Jean Monnet, Universidad de Santiago 
de Compostela, A Coruña, 2001, págs. 101-102.
15 El electorado francés rechazó el proyecto de Constitución Europea por una mayoría de 54 por ciento y 
con una participación ciudadana del 70 por ciento.
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que desde hace algún  tiempo existen ele-
mentos materialmente constitucionales en 
el espacio europeo. Unos elementos que 
se han ido desarrollando con el tiempo a 
partir de las aportaciones de los estados 
miembros y de las instituciones europeas. 
Por ejemplo, la proclamación del principio 
de primacía del derecho europeo sobre el 
estatal, la tutela de derechos fundamen-
tales o la presencia de una representación 
parlamentaria elegida directamente, son 
muestras de una constitucionalización 
no formal sino más bien material de la 
Unión Europea. La cual ya no puede ser 
vista como una mera organización inter-
nacional de naturaleza indeterminada, 
sino que ha de observarse desde el derecho 
constitucional más clásico. A continuación 
repasemos estos elementos.

III. LA EXISTENCIA DE UNA 
CONSTITUCIÓN MATERIAL

La necesidad de una constitución 
formal consiste en aprobar un documento 
constitucional que contenga una organi-
zación político-institucional y territorial a 
escala europea que no se identifica necesa-
riamente con un Estado16, en el sentido más 
clásico de la palabra, sino más exactamente 
con una comunidad política; además de 
ser un documento más inteligible por el 

ciudadano promedio, es decir, ordenado, 
no tan reglamentista y con cierta sistemá-
tica. No obstante, es evidente que cuando 
hablamos de constitución enseguida sur-
gen las típicas preguntas de la concepción 
europea continental, las cuales pueden 
resumirse de la siguiente manera: ¿cuál es 
la posición de esa constitución respecto a 
las cartas magnas estatales?, ¿cómo elaborar, 
discutir y aprobar una constitución para 
una comunidad política que, en estricto, 
no es un Estado, que no tiene un pueblo ni 
tampoco un territorio y que adolece de un 
déficit democrático que la legitime?

Para contestarlas, debemos comenzar 
por reconocer que las categorías y plan-
teamientos clásicos netamente estatistas, 
provienen de la tradición europea conti-
nental. Si nos damos cuenta, la mayoría 
de nuestras teorías de inspiración estatista 
y kelseniana nos hace plantear diversos 
problemas para afrontar la realidad cons-
titucional europea. Por eso, la solución la 
hallamos en la concepción constitucional 
anglosajona, que resulta la más adecuada 
para la comprensión de esa realidad. En 
líneas generales, esa concepción se carac-
teriza porque la materia constitucional no 
se agota en el código constitucional.

Debemos tener cuidado con el con-
cepto de constitución que utilicemos para 
entender la realidad de la Unión Euro-

16 En el mismo sentido, véase, Pereira Menaut, Antonio-Carlos: “Invitación al estudio de la Constitución de 
la Unión Europea”, en Revista de Derecho Político, No. 53, Universidad Nacional de Educación a Distancia, 
Madrid, 2002, pág. 233.
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pea. Las clásicas concepciones que en su 
momento tanto aportaron a las llamadas 
constituciones estatales, como entender 
las cartas magnas como el documento que 
organiza las instituciones estatales17, la 
expresión de los factores reales del poder18, 
así como la norma fundamental del orde-
namiento jurídico19, no nos sirven como 
debieran; en cambio, las más antigua de 
todas, aquella que nos dice que la consti-
tución es un pacto de límites al ejercicio 
del poder, para garantizar los derechos 
y libertades al ciudadano, sí nos permite 
calzar la realidad europea a las actuales 
necesidades de sus ciudadanos. De esta ma-
nera, por tratarse de un freno, y para que 
éste sea efectivo, la constitución tendría 
que ocupar la máxima jerarquía normativa 
posible para que pueda limitar el ejercicio 
del poder político de sus dirigentes.

En relación con la falta de pueblo ni 
territorio, que la Unión Europea no es un 
Estado, unas cuestiones que tanto preocu-
pan, debemos decir que tampoco son un 
impedimento para que una comunidad 

política cuente con una constitución. Si 
nos detenemos en las particularidades del 
Reino Unido veremos que dista mucho de 
ser considerado un Estado en el más estricto 
sentido de la palabra. Primero, el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
su nombre oficial. Gran Bretaña, a su vez, 
se divide en la siguientes unidades políticas: 
Inglaterra que es un reino, Escocia que es 
otro reino, y Gales que es un principado; 
quedando Irlanda del Norte como una 
provincia20; sin contar con sus colonias y 
ex colonias por el mundo que, todas jun-
tas, conforman una Commonwealth, una 
unión de comunidades políticas entorno a 
una misma Corona; donde a un inglés no 
lo puedes confundir con un galés, o con 
un irlandés o quizá escocés, entonces nos 
preguntamos ¿si el Reino Unido es capaz 
de tener un Constitución no codificada, 
pese sus singularidades, no podría hacer lo 
mismo la Unión Europea? ¿No es posible 
acaso que puedan asimilar una misma 
constitución, que incluso no sea codifi-
cada? Además, si complicamos más las 

17 Véase Hauriou, André: Derecho constitucional e instituciones políticas, Barcelona, Ariel, 1980, pág. 41.
18 Véase Lassalle, Ferdinand: ¿Qué es una Constitución?, Bogotá, Temis, 1997, pág. 37.
19 “(...) considerada en sí misma, la ley es sólo el significado subjetivo de un acto de un individuo o de un 
grupo de individuos, ordenando que los hombres están obligados a comportarse en esta forma, es decir, su 
carácter de acto que crea normas generales, su carácter de acto legislativo, es la Constitución autorizando 
a un determinado individuo o grupo de individuos para expedir órdenes.  Así, la Constitución es la razón 
para la validez de las leyes. Esta autorización dada al órgano legislativo por la Constitución es el significado 
subjetivo del acto por medio del cual la Constitución se establece”, cfr. Kelsen, Hans: Introducción a la teoría 
pura del derecho, Asociación Peruana de Derecho Constitucional, Lima, edición autorizada por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas (UNAM) y el Hans Kelsen-Institut, 2001, pág. 75.
20 Véase Pereira Menaut, Antonio-Carlos: El ejemplo constitucional de Inglaterra, Madrid, Servicio de Pu-
blicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, 1992, pág. 3.
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cosas, veremos que Escocia cuenta con un 
parlamento propio, pero ello no significa 
que deje de atender la larga experiencia de 
Westminster. En resumen, la etapa de se-
guridad que brindaba asociar los conceptos 
de Estado y constitución en una Europa 
divida y recelosa, deben dar paso a un 
concepto más clásico para poder entender 
y encaminar sus nuevos retos21.

Pese a los avatares para aprobar una 
constitución codificada por medio de una 
consulta popular, la Unión Europea ha 
experimentado un proceso de constitu-
cionalización material desde hace algún 
tiempo. Por eso, si nos detenemos en 
lo jurídicamente ocurrido en la Unión 
Europea veremos que, pese a carecer de 
una constitución formal, desde hace casi 
cinco décadas se registra cierta actividad 

constitucional, en la que han intervenido 
los estados miembros y las instituciones 
comunitarias, pero muy especialmente el 
Tribunal de Justicia de las comunidades 
europeas, sin olvidar algunos tribuna-
les constitucionales estatales como el 
alemán o el italiano especialmente22. A 
continuación, explicaremos cómo se han 
ido formando esos elementos de consti-
tucionalidad, los cuales han provocando 
cierta desorientación entre los gobernantes 
estatales y la ciudadanía.

a. Las instituciones 
de la unión Europea

La Unión Europea cuenta con insti-
tuciones propias, con tareas y metas por 
perseguir que en un principio fueron ne-

21 “Según la óptica territorial que usemos, (…), la UE se nos puede aparecer como una organización in-
ternacional basada en relaciones tradicionales de cooperación —por ejemplo, la PESC hasta el Tratado de 
Amsterdam—, una confederación —la PESC ahora— o una federación —materias comunitarizadas desde 
hace tiempo como agricultura— en la que no faltan su cláusula de supremacía, alto tribunal y cámara de los 
estados miembros. También el aspecto territorial está en transformación, con un crecimiento de la dimensión 
federalizante, aunque quizá nunca llegue a anular las otras dos dimensiones. No sabemos cuándo cesará esta 
evolución; sólo sabemos que es improbable que cristalice inequívocamente en un modelo territorial de los 
tradicionales. El federalismo en sentido amplio tiene la ventaja de no ser un modelo cristalizado sino un 
proceso flexible que ofrece variadas posibilidades, una de las cuales es la centralización”; cfr. Pereira Menaut: 
“Invitación al estudio de la Constitución de la Unión Europea”…, pág. 215.
22 En la jurisprudencia alemana destacamos la sentencia Solange I, Solange II y la de Maastricht. La sentencia 
Solange I (1974) cuestionó la primacía del derecho comunitario mientras no ofrezca una protección de los 
derechos fundamentales equivalente a la del derecho constitucional alemán. Pasó el tiempo, y la sentencia 
Solange II (1986) estableció que el grado de protección de los derechos fundamentales en la Unión Europea 
había alcanzado un nivel comparable al Tribunal Federal Alemán. La tercera resolución, conocida como 
Maastricht (1993) revisó con espíritu crítico muchos temas relativos al derecho constitucional alemán y 
comunitario europeo, realizando una clara demostración de activismo judicial. Después del Tribunal Federal 
alemán, la jurisprudencia italiana es la que ha dado qué hablar alrededor de Europa. Las sentencias Frontini 
(1973) y Granital (1984), el Tribunal Constitucional italiano advierte la presencia de núcleos duros en la 
Carta Magna italiana.
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tamente económicas y comerciales. Con 
el tiempo, surgieron las políticas regional 
y social, las cuales fueron acompañadas de 
una autonomía financiera. 

De acuerdo con los tratados, el Par-
lamento europeo, el Consejo europeo23, 
el Consejo de la Unión Europea, la Co-
misión, el Tribunal de Justicia, son los 
órganos que tienen derecho a denominarse 
instituciones. Los cinco conforman la 
estructura base del sistema institucional. 
Se trata de instituciones que encarnan un 
principio determinado. El Consejo Eu-
ropeo y el Consejo de la Unión Europea 
representan los intereses de los estados 
miembros, la Comisión, el interés de la 
propia comunidad, el Parlamento, los 
intereses de los pueblos de los estados y, 
el Tribunal de Justicia, el principio de una 
comunidad de derecho. Se trata de insti-
tuciones que actúan directamente sobre 
los estados miembros y los ciudadanos; 
en otras palabras, su desarrollo la ha con-
vertido progresivamente de una Unión 
de los mercaderes hacia una Europa de 
los ciudadanos, un hecho que aparta a 
las instituciones comunitarias del terreno 
internacional para acercarlas más bien al 
político.

b. La separación de poderes

Si bien el reparto de funciones no se 
corresponde con los clásicos planteamien-
tos de Montesquieu24, donde el Parlamento 
es el legislador, el gobierno el ejecutivo, y 
los jueces ejercen el poder jurisdiccional; en 
la Unión Europea también existe una dis-
persión del poder. Las principales facultades 
son ejercidas por la Comisión europea, el 
Consejo de Ministros, el Consejo europeo, 
el Parlamento, el Tribunal de Justicia y el 
Banco Central europeo. En la Unión Eu-
ropea, el homólogo del poder legislativo 
corresponde al Consejo, el poder presu-
puestario está compartido, el Parlamento 
europeo puede censurar a la Comisión 
pero no al Consejo. Además, si la Comisión 
equivale a un poder ejecutivo, es el Consejo 
quien acumula las funciones legislativa y 
gubernamental25. Por eso, hay que recono-
cer que el Consejo europeo todavía posee 
una enorme influencia política.

c. El principio democrático

A finales de la década de los seten-
ta, en concreto en 1979, se produjo un 
acontecimiento de una alta significación 

23 El Consejo Europeo nació de la práctica iniciada en 1974 de reunir regularmente a los jefes de Estado 
y de gobierno de la entonces Comunidad Europea. Dicha práctica quedó institucionalizada por el Acta 
Única Europea en 1987.
24 Montesquieu: Del espíritu de las leyes, Madrid, 3a. ed., Tecnos, Colección Clásicos del Pensamiento, 1995, 
pág. 107.
25 Isacc, Guy: Manual de derecho comunitario general, 4a. ed., Barcelona, Ariel Derecho, 1997, pág. 64.
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política: la elección del Parlamento euro-
peo por sufragio universal, algo similar a 
lo ocurrido con nuestro Parlamento An-
dino; funcionarios que han dejado de ser 
elegidos por designación y que han sido 
nombrados por elección popular.

El Parlamento europeo fue incre-
mentado sus facultades. De este modo, 
el principio democrático tiene cabida en 
el funcionamiento de la Unión Europea, 
aunque de forma imperfecta y, por este 
motivo, todavía se habla del llamado 
déficit democrático. Este principio hace 
referencia a la legitimación del poder, 
la participación ciudadana y el control 
político. Por eso, su vigencia en la Unión 
Europea es cuestionable, especialmente 
para evidenciar los limitados poderes del 
Parlamento europeo; una crítica desmesu-
rada en nuestra opinión cuando se le exige 
un nivel que, en la práctica, difícilmente 

cumplen sus pares estatales, especialmente 
en materia legislativa en comparación con 
la producción anual del poder ejecutivo en 
cada Estado miembro26.

d. La delimitación de competencias

En la Unión Europea existe el de-
seo de alcanzar objetivos comunes pero 
también mantener determinados ámbi-
tos fuera de la influencia del gobierno 
compartido. ¿Cómo lograr compatibilizar 
ambos deseos? A semejanza de lo que su-
cede en la constitución de una federación, 
los Tratados esbozan, si bien de manera 
imperfecta, una delimitación territorial 
de poderes, es decir, nos dicen qué puede 
hacer la Unión y qué pueden hacer los 
estados miembros27. Para ello, debemos 
revisar los diferentes preceptos de los Tra-
tados donde no encontraremos un listado 

26 Cancela: El proceso de constitucionalización de la Unión Europea…, págs. 183-188; “[e]l Tratado de Niza, al 
igual que el de Maastricht y Ámsterdam, deja inalterado el antiguo artículo 145 del Tratado (actual artículo 
202) en lo que respecta a las competencias que el Consejo puede atribuir a la Comisión y las condiciones 
del ejercicio de control, las cuales quedan reservadas al Consejo, decididas por unanimidad, previo dicta-
men del Parlamento y a propuesta de la Comisión. De este modo ningún paso en positivo se ha dado con 
el fin de implicar al Parlamento europeo en esta función continuada de control, más allá de un dictamen 
consultivo a emitir cuando se regulen las condiciones de ejercicio en el marco de Decisiones del Consejo”; 
cfr. Allué Buiza; Alfredo: “La posición del Parlamento Europeo en la etapa de integración abierta en Niza”, 
en Calonge Velázquez, Antonio (coordinador): La reforma institucional en el Tratado de Niza, Valladolid, 
Editorial Lex Nova, Instituto de Estudios Europeos-Universidad de Valladolid, 2004, pág. 110.
27 “Una vez más, nos encontramos con un problema que ha sido puesto de manifiesto reiteradamente desde 
la creación de las comunidades europeas. La originalidad que ha caracterizado al proceso de integración 
impide utilizar, en muchas ocasiones, algunas de las nociones jurídicas acuñadas por el derecho público 
continental a lo largo de los últimos siglos. Estas ideas, surgidas a imagen y semejanza de los Estados, no se 
adaptan a la estructura de la Unión, ni sirven para explicarla. Así sucede, por ejemplo, con la concepción 
clásica de división de poderes, con la misma noción de Constitución y, (…), con nuestra visión tradicional 
de la competencia”; cfr. Biglino Campos, Paloma: “El sistema europeo de distribución de competencias entre 
la Unión y los Estados miembros”, en Calonge Velázquez, Antonio (coordinador): La constitucionalización 
de Europa, Granada, Ediciones Comares, 2006, pág. 2.
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de competencias correspondientes a la 
Unión o a los estados. Esta delimitación ha 
adquirido su actual configuración gracias 
a la labor del Tribunal de Justicia que ha 
establecido, por ejemplo, principios como 
el de primacía y efecto directo.

El procedimiento de revisión de 
los tratados también ha influido porque 
recogen expresamente un mecanismo 
para su reforma que obliga a los estados 
miembros a seguirlo, como sucede en una 
constitución federal norteamericana. Pero, 
la aprobación de una reforma exige la una-
nimidad de los estados, al igual que en el 
clásico terreno jurídico-internacional. Es 
un elemento que se encuentra a medio ca-
mino entre lo político y lo internacional.

e. La protección de los derechos 
y libertades

La protección de los derechos fun-
damentales fue una laguna rellenada por 
el Tribunal de Justicia que, a finales de la 
década de los sesenta, inició una nueva 
línea jurisprudencial tendiente a otorgarles 
protección jurídica. En la actualidad son 
numerosas las sentencias relacionadas con 
los derechos fundamentales, de modo que 

podemos construir un listado, como si se 
tratara de una declaración de derechos. 
Conviene destacar que, en esta materia, el 
Tribunal de Luxemburgo tomó como refe-
rente la Convención Europea de Derechos 
y Libertades Fundamentales de 1950; en 
la práctica, es posible afirmar que ésta fue 
incorporada al derecho de la Unión.

En la actualidad, desde la Cumbre de 
Niza, la Unión Europea ya cuenta con un 
texto formal en esta materia. En nuestra 
opinión, pensamos que no debemos exa-
gerar su importancia en el ámbito euro-
peo, ya que muchos de los derechos que 
recoge ya contaban con reconocimiento 
y protección jurisdiccional; pero recor-
demos que no nace de la nada, ya existía 
materialmente28.

f. El Tribunal de Justicia 
de las comunidades como 
un Tribunal Constitucional europeo

Un elemento constitucional también pre-
sente en la Unión Europea, es la existencia 
de un órgano encargado de resolver los con-
flictos surgidos entre estados miembros y las 
instituciones europeas. Se trata del Tribunal 
de Justicia que actúa a semejanza de un tri-

28 Al respecto, el profesor Pereira Menaut sostiene que “[c]uando se discute, a veces, sobre la reciente Carta 
de Derechos, como si antes no hubiera ninguna, se está confundiendo a la opinión pública. Los derechos 
y libertades ya están relativamente desarrollados; hace tiempo que no se reducen a cuatro las libertades 
económicas. La sentencia Stauder, por ejemplo, es de 1969. La Unión ha bebido en el Convenio Europeo 
de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y en los principios y fuentes constitucionales de sus 
miembros, de los cuales ha sido Alemania, con diferencia, quien más ha aportado al desarrollo de los 
derechos y libertades”; cfr. Pereira Menaut: Invitación al estudio de la Constitución de la Unión Europea…, 
pág. 213.
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bunal constitucional federal. Nuevamente, 
la presencia de determinados principios, 
como el de primacía y efecto directo que, 
sin ellos, hubiese sido imposible concretar 
los acuerdos y resoluciones para ser aplicados 
en las instituciones comunitarias y europeas. 
En ese sentido, desde 1964, el derecho co-
munitario goza de primacía sobre el estatal. 
Esto fue establecido en la célebre sentencia 
Costa/ENEL y reiterado en posteriores pro-
nunciamientos. Su inspiración también fue 
notoriamente federal. En la sentencia Van 
Gend & Loos de 1962, el Tribunal pro-
clamó el principio de aplicabilidad directa 
de los tratados, es decir, los preceptos de 
estos últimos generan obligaciones para los 
estados sin necesidad de ningún acto estatal 
de aceptación29. Un principio que admite la 
aplicabilidad directa de los preceptos cons-
titucionales que vinculan a los diferentes 
poderes públicos. 

Todos estos elementos que hemos 
señalado son incompletos y se han de-
sarrollado de forma asimétrica. Pero, en 
última instancia, el resultado ha sido el 
funcionamiento de una Constitución 
real para la Unión Europea. Por todo 
lo anterior, de poco sirven las relaciones 
indisolubles entre Estado y constitución, 
la filosofía en torno a los poderes cons-

tituyentes o las normas fundantes. En 
otras palabras, todo lo que se nos enseña 
en las clases de derecho constitucional de 
inspiración europea continental. La reali-
dad constitucional europea parece haber 
prescindido de estos conceptos. Por eso, se 
hace necesario mirar la realidad europea a 
través de la experiencia jurídica anglosajo-
na. Finalmente, la comunidad de derecho, 
el interés que debe preservar el Tribunal 
europeo, también es una realidad. Las 
instituciones comunitarias actúan con 
sometimiento a los tratados y a las demás 
normas jurídicas. En caso de violación, 
existe un conjunto de recursos procesales 
para exigir su cumplimiento efectivo.

IV. EL CAmInO HACIA  

unA COnSTITuCIÓn EuROPEA

En este trabajo hemos tratado de 
aproximarnos a la experiencia europea 
para evidenciar cómo una organización 
internacional puede recorrer el camino 
que separa lo internacional de lo político, 
al menos parcialmente. No obstante, de 
alguna manera, podemos decir que el 
mismo proceso de integración ha servido 
de obligada referencia para los estados 
de Iberoamérica, especialmente para 

29 “Los campos en que ha sido mayor la aportación de las jurisprudencias nacionales ha sido, posiblemente, 
los derechos y libertades, los principios de primacía y efecto directo (aceptando su penetración en los derechos 
internos), las competencias comunitarias (aceptando su expansión a costa de las nacionales); y la relación 
de la Constitución europea con las de los estados miembros (consintiendo la primacía de la primera)”; cfr. 
Pereira Menaut, Antonio-Carlos, Cancela Outeda, Celso, Bronfman Vargas, Alan, Hakansson Nieto, Carlos, 
La Constitución europea, publicaciones de la Cátedra Jean Monnet, Universidad de Santiago de Compostela, 
A Coruña, 2000, pág. 325. 
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la Comunidad Andina y el Mercosur, 
pese a que cada uno sigue sus ritmos en 
función de múltiples y diversos factores 
(voluntad política, diferencias internas, 
etc.), vislumbrando un posible robuste-
cimiento de la Comunidad Andina con 
el retorno de Chile. Pese a los diferentes 
grados de integración de dichos modelos, 
un factor importante de este proceso, al 
menos económico, es la configuración 
de grandes bloques comerciales, como 
la Unión Europea, los Tratados de Libre 
Comercio con los Estados Unidos y los 
países iberoamericanos, por citar unos 
ejemplos. En la actualidad, se hace cada 
vez más imperativa una clara posición de 
los gobiernos en torno a las políticas de in-
tegración. ¿Cuáles son los retos que faltan 
por cumplir a los estados iberoamerica-
nos? Considero que al igual que la Unión 
Europea debemos ser capaces de afianzar 
los pactos que sean necesarios para que el 
proceso de integración iberoamericana sea 
irreversible. Por eso, no debemos olvidar 
lo siguiente:

a. El pacto de integración es fruto de un 
acuerdo unánime. Todos los estados 
deben estar conformes con los térmi-
nos de integración, los cuales deberán 
ser progresivos. Por eso, al final de los 
acuerdos no cabe oposición. Un pacto 
siempre buscará el acuerdo unánime en-
tre las partes aunque para ello sea nece-
sario renunciar a ciertos planteamientos 
iniciales. Para lograrlo, es necesario que 
primeramente los estados miembros 

hayan superado determinados presu-
puestos de integración, la democracia, 
la estabilidad económica y la institucio-
nalidad política, sin ellos difícilmente se 
podrá comenzar con éxito la gestación 
de un derecho comunitario andino.

b. Un pacto de integración debe estar lla-
mado a perdurar, pese a que el tiempo 
opere en él algunos cambios, ya sea en 
el documento, vía una reforma formal, 
o en el contexto social y político. No 
olvidemos que los últimos tratados de la 
Unión Europea consistieron en adaptar 
un proceso de integración de quince 
a veinticinco estados miembros para 
hacer viable la toma de decisiones.

c. En los pactos de integración sí cabe 
distinguir dos sujetos: las instituciones 
comunitarias y los estados miembros, 
quienes se encuentran en posiciones 
jerárquicamente diferentes. Si se re-
conocen la auctoritas y potestas de las 
instituciones comunitarias por parte 
de sus socios, será una buena señal 
para seguir trazándose metas de corto, 
mediano y largo plazo. El principio de 
reciprocidad.

d. Un pacto de integración también tiene 
una doble naturaleza: política y jurídica, 
porque es un medio para frenar el poder 
de los países más ricos e influyentes, 
a través del derecho; realizando así el 
principio de igualdad.
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e. Un pacto de integración con el tiempo 
se complementará no sólo con otros 
tratados sino con sentencias, principios, 
usos, y convenciones, para descubrir 
que puede generarse un derecho cons-
titucional supranacional, para el mejor 
gobierno de las instituciones comunita-
rias y propiciar el respeto a los derechos 
y libertades, así como el bienestar social 
en Iberoamérica. Que no es otra cosa 
que el principio de solidaridad.

Para no detenernos en ese camino 
debemos seguir realizando esfuerzos para 
que los ciudadanos siempre voten a favor 
de la democracia, del fortalecimiento 
de las instituciones políticas, y necesaria 
estabilidad económica. Tres retos o pre-
supuestos que deben marchar en paralelo. 
Si los iberoamericanos nos damos cuenta 
de ello, demostraríamos que estamos más 
cerca de la integración de lo que parece a 
simple vista.

Finalmente, el ya no tan reciente 
fenómeno del desarrollo de una dimen-
sión constitucional en la Unión Europea 
puede ser considerado, en cierto modo, 
como un triunfo del constitucionalismo 
anglosajón: un triunfo del concepto no 
codificado de constitución sobre el codi-
ficado, del material sobre el formal, y del 
judicialismo sobre el legalismo, incluyen-
do la producción de un derecho común 
europeo que se siente más cómodo con 
una Constitución no codificada, material, 
no sujeta o condicionada a las teorías del 
siglo XVII. En nuestra opinión, lo que 

ha fracasado es el planteamiento europeo 
continental de constitución, y es lógico 
que Francia, su principal divulgadora, lo 
haya hecho notar de manera tan elocuente 
al mundo entero.
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